Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 21 minutos.) 


Si bien es cierto que en el orden del día figuran dos proyectos de ley, a pedido del señor Senador Gallinal y si no hay 
inconvenientes de parte de los señores Senadores, sugiero comenzar por el tratamiento de la Carpeta 600/01, referida a Gobiernos 
Departamentales, inciso quinto del artículo 262 de la Constitución de la República, proyecto de ley con exposición de motivos 
presentado por el señor Senador Gallinal y firmado por varios señores Senadores que se está repartiendo en estos momentos. 


En este sentido, la Mesa deja constancia de que ha llegado recientemente a la Comisión de Constitución y Legislación una nota del 
Congreso Nacional de Intendentes referida a este tema, la que también será repartida a los señores Senadores. 


También contamos con algunos proyectos de la Legislatura pasada que tienen que ver con el asunto que pasaremos a considerar y 
que, a los efectos de proporcionar la mayor información posible sobre esta iniciativa, que es bastante compleja, creo conveniente 
distribuir como forma de antecedentes recientes en la materia. 


SEÑOR GALLINAL.- Hace algunos días, una delegación de Legisladores de todos los sectores políticos -creo que no estaba 
presente el Nuevo Espacio en esa instancia, pero todos los demás se encontraban en la reunión- recibió a una representación del 
Congreso Nacional de Intendentes encabezada por su Presidente, el arquitecto Mariano Arana, que asistió con motivo, no sólo de 
presentar un proyecto de ley prácticamente de las mismas características del que hemos propuesto, sino además de abundar en 
detalles y fundamentos sobre la necesidad que tienen los Gobiernos Departamentales de disponer de normas de estas 
características para poder emprender determinadas acciones en el ámbito de sus competencias. 


El proyecto que nos habían presentado era quizás un poco más amplio que éste, porque en él se establecía la posibilidad de que 
los Gobiernos Departamentales pudieran emitir obligaciones, pero todos los que estábamos allí presentes señalamos que no era el 
momento más oportuno para introducir una norma de esas características, y nuestros visitantes estuvieron de acuerdo, ya que lo 
que más les importaba de la iniciativa eran estos temas que se han presentado hoy. Por lo tanto, accedieron a dejar fuera del texto 
esa posibilidad de emitir obligaciones. 


El proyecto de ley que tenemos a consideración consta de tres artículos. El 1% establece la posibilidad de coordinar acciones entre 
los Gobiernos Departamentales y los demás organismos del Estado. Se trata de una norma de carácter más bien programático, ya 
que incluso no se necesitaría una ley para poder actuar en el sentido que aquí se establece. 


El artículo 2* habilita la posibilidad de que, en virtud de esos acuerdos celebrados entre los organismos del Estado, se pueda 
cometer a empresas públicas o a personas públicas no estatales de carácter interdepartamental o regional creadas por ley 
nacional, la gestión e implementación de los acuerdos que celebren esos Gobiernos Departamentales en coordinación con otros 
organismos estatales. 


Como se podrá apreciar, los dos primeros artículos del proyecto no son de gran relevancia, pero constituyen un instrumento -más 
legitimado a través de la ley- que intenta reglamentar lo que establece el inciso quinto del artículo 262 de la Constitución de la 
República. 


Finalmente, el artículo que más preocupaba a los integrantes de esa delegación era el 3%, que establece que los Gobiernos 
Departamentales pueden participar en empresas privadas con el propósito de desarrollar en las áreas de sus competencias 
actividades industriales, agrarias o comerciales. Allí se recoge prácticamente la misma redacción del inciso tercero del artículo 188 
de la Constitución de la República. Esta, reitero, es quizás la disposición más polémica de la iniciativa y la que puede merecer un 
mayor estudio. Hemos incluido el punto referente a la anuencia de la Junta Departamental, que la Constitución no establece, y que 
sería simplemente una condición más. Quizás se pudieran establecer otras condicionantes y definir claramente cuáles son las 
áreas de competencia de los Gobiernos Departamentales, porque nadie pretende que puedan ingresar en áreas de cualquier 
naturaleza, asociándose con privados; por el contrario, de acuerdo con los planteamientos que nos hicieron los Intendentes, ellos 
quisieran disponer de este instrumento para implementar algunas actividades muy concretas y directamente vinculadas con sus 
competencias. Nos brindaron algunos ejemplos, todos los cuales son muy interesantes, pero en definitiva todo lo que signifique 
entregarles mejores instrumentos para el cumplimiento de sus cometidos y ayude a alcanzar la posibilidad de trabajar 
conjuntamente, ya no sólo dentro de sus respectivos ámbitos, sino también en los regionales, en coordinación con otros Gobiernos 
Departamentales y con los distintos organismos del Estado -Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y Ministerios- me parece 
que actúa como una normativa saludable, que va a servir para que puedan desempeñar sus tareas. 


En ese sentido, deberíamos ver de qué forma podríamos reglamentar con mayor claridad el artículo 3%, de manera de que esto no 
termine en cualquier cosa, sino que se transforme en un instrumento claramente delimitado. Nos pusieron el ejemplo valedero de la 
Intendencia Municipal de Maldonado, que tiene un hotel propio en una excelente ubicación; sin embargo, no está generando 
recursos sino que, por el contrario, arroja pérdidas. Por eso, a través de una licitación, quisieran conformar una sociedad mixta para 
la explotación del hotel. De esa manera, sin desprenderse de ese activo, se lograría un rendimiento superior. Este es un buen 
ejemplo. No sucedería lo mismo si mañana un privado se presenta ante una Intendencia para expresarle que quiere hacer un hotel 
y asociarse con la Intendencia. Creo que se trata de ejemplos totalmente distintos y, por ello, nosotros no estaríamos autorizando 
esta segunda hipótesis, mientras que estaríamos en condiciones de pensar en la primera. A este respecto, el proyecto de ley 
necesitaría un mínimo de reglamentación. Se podría analizar qué tipo de intervención podría tener el Tribunal de Cuentas que, 


obviamente, debería actuar. A su vez, se podrían tener en cuenta las distintas consideraciones que seguramente los miembros de 
la Comisión realizarán con respecto a la iniciativa que nos preocupa. 


En síntesis, ese es el espíritu del proyecto de ley presentado. Reitero que el mismo no es de nuestra autoría, ya que nosotros 
simplemente le hicimos algunas mínimas correcciones para poder dar estado parlamentario a la iniciativa, recogiendo la inquietud 
que nos habían presentado los Intendentes Municipales. Además, ellos nos manifestaron que, si era necesario, algunos asesores 
legales que trabajaron con ellos en la conformación del proyecto de ley estarían dispuestos a concurrir para tratar el tema. 


SEÑORA ARISMENDI.- Señor Presidente: mi fuerza política ha seguido de cerca este tema y, por eso, recordamos que en la 
Legislatura pasada ya se habían presentado algunos proyectos más simples. Uno contaba con dos artículos y había sido 
presentado por el Congreso Nacional de Intendentes. 


Hemos trabajado bastante sobre este asunto y adelantamos que compartimos el objetivo de la iniciativa. Me refiero a la necesidad 
que existe a nivel de las Intendencias de encontrar caminos diversos que les permita realizar actividades productivas y fortalecer 
tareas que son de su competencia. 


De todas maneras, quiero señalar que tenemos algunas observaciones y deseamos realizar ciertos ajustes al proyecto presentado 
por el Congreso Nacional de Intendentes; aclaro que no voy a hacer referencia al de los señores Senadores del Partido Nacional 
porque, en realidad, hasta el momento le di una simple lectura. Las observaciones son desde distintas ópticas. Por un lado, vamos 
a señalar lo que nosotros quisiéramos, que no es siempre lo que se puede lograr y, por otro, mencionaremos algunos aportes 
vinculados con el propio marco jurídico y las normas constitucionales que hoy existen; en algunos casos no compartimos las 
modificaciones que se hicieron a la Carta durante su reforma pero, de todos modos, ellas están vigentes. Entonces, en nuestro 
caso, pienso que podríamos disponer de un plazo para estudiar el tema y realizar algunas propuestas. 


Insisto en el hecho de que estamos de acuerdo con los objetivos que persiguen las Intendencias, pero no compartimos algunas 
formulaciones que aparentemente intentan abrir un abanico de posibilidades que no contemplan estrictamente la intención de los 
Gobiernos Departamentales reiteradamente expresada. En algunos casos, se trata de emprendimientos a futuro y, en otros, de 
regularizar cosas que hoy existen y que necesitan un marco legal que las habilite, a fin de ordenar su trabajo. 


De todas maneras, nos gustaría hacer una serie de consultas, inclusive a compañeros nuestros que están trabajando a nivel 
departamental, que conocen profundamente estos temas. 


SEÑOR GARGANO..- En la Legislatura pasada tuvimos a estudio un anteproyecto, que finalmente no consideramos. Era distinto 
del proyecto de ley que hoy nos ocupa, ya que no tenía la misma estructura y más que nada planteaba la realización de 
emprendimientos de carácter mixto entre la actividad pública departamental y la privada. 


La modificación del artículo 262 de la Constitución de la República permite la realización de emprendimientos entre los Gobiernos 
Departamentales con sus pares, o con los Entes Autónomos y los Servicios Descentralizados. Hasta allí llega la normativa 
constitucional, que no va más allá. Esta es la primera vez que analizo este texto, ya que se mencionó en una reunión de bancada 
que tuvo lugar esta semana. 


Realmente, esta iniciativa innova en dos aspectos. El artículo 3” establece el mecanismo del artículo 188 de la Constitución, 
aplicándolo a los Gobiernos Departamentales, con lo que les otorga el mismo tratamiento que a los Entes Autónomos. A mi juicio, lo 
novedoso está en el artículo 2? cuya redacción, además, no me parece clara. Voy a leerlo para que se me entienda mejor. Dice así: 
"La gestión e implementación de los acuerdos que celebren conforme a lo dispuesto en el artículo precedente podrá ser realizada 
por empresas públicas o por personas públicas no estatales de carácter interdepartamental o regional, creadas por ley nacional y 
en cuyos Directorios podrán estar representadas, además de las entidades nacionales o departamentales que las promuevan, 
representantes de entidades privadas vinculadas notoriamente a las áreas que constituyen la materia objeto de la gestión". ¿Qué 
es lo nuevo, a mi juicio? Si no me equivoco, cuando habla de los Directorios, está haciendo referencia a las empresas a crear y no 
a las empresas públicas que ya existen. En consecuencia, mi lectura es la siguiente, y quiero que se me diga si estoy acertado en 
la interpretación. Aquí se propone que exista la posibilidad, de acuerdo con la facultad que, de alguna manera, se reglamenta en el 
artículo 1%, de que se planeen determinados emprendimientos por parte de los Gobiernos Departamentales -entre ellos o con los 
Entes Autónomos- y que, para ejecutarlos, se contrate a empresas creadas al tenor de lo que se legisla en el artículo 3". 


SEÑOR ASTORI.- Creo que el artículo 2* refiere a la gestión de lo propuesto en el artículo 1”. Esa gestión tiene dos posibilidades 
de realización: por empresas públicas ya existentes -UTE, ANCAP, ANTEL, etcétera- o personas jurídicas no estatales, en cuyo 
Directorio, como decía el señor Senador Gargano, pueda incorporarse a representantes de entidades privadas vinculadas 
notoriamente con la actividad. Insisto, esto es para el caso de las personas jurídicas no estatales que se creen al efecto de la 
gestión. Obviamente, si ésta fuera realizada por una empresa pública, no habría ningún Directorio nuevo. 


Por su parte, el artículo 3" aplica el inciso tercero del artículo 188 de la Constitución. Aprovecho para decir que, desde mi punto de 
vista, esta disposición no exime de la autorización parlamentaria que prevé el referido artículo 188, para todo emprendimiento que 
se ejecute por esta vía. 


Repito, entiendo que el artículo 2% implementa el 1? y estoy de acuerdo con el señor Senador Gargano en cuanto a que es una de 
las grandes novedades de este proyecto, si no la más importante. 


SEÑOR GARGANO.- Como dije, considero que la redacción del artículo 2? no es clara y da lugar a que uno dude de cómo va a ser 
su implementación. 


SEÑOR GALLINAL.- Comparto la interpretación que se viene haciendo en cuanto a que el artículo 2? está vinculado al 1”. De 
todas maneras, debo decir que, básicamente, el artículo 2% está pensado para la implementación de lo dispuesto en el artículo 298 
de la Constitución de la República. Se trata de darle un instrumento a los Gobiernos Departamentales para que, asociados entre sí 
o con otros organismos del Estado, puedan ejecutar las obras de carácter regional que se prevén en el artículo 298, que es otra de 
las innovaciones que se introdujeron en la última reforma constitucional. 


SEÑOR GARGANO.-- De la lectura del artículo 22, extraigo esa conclusión. 


Con respecto al artículo 3”, no sé si entiendo bien lo que plantea el señor Senador Astori, cuando dice que esto no exime de 
obtener la autorización parlamentaria para llevar adelante la participación de los Gobiernos Departamentales en empresas 
privadas. Recuerdo que el artículo 188 de la Constitución legisla solamente sobre los Entes Autónomos y no sobre los Gobiernos 
Departamentales. 


SEÑOR ASTORI.- Por este proyecto de ley se incorporaría a los Gobiernos Departamentales a la posibilidad prevista en el artículo 
188 el cual de todas maneras debería ser aplicado ante cada caso que se plantee, a fin de conceder la autorización parlamentaria 
correspondiente. 


SEÑOR GARGANO.- Tengo alguna duda en cuanto al mecanismo jurídico, porque esta es una ley y lo otro una disposición 
constitucional, por lo cual su jerarquía es diferente. Advierto que, en principio, no me opongo a este artículo -en realidad parece ser 
útil para poder llevar adelante algunos emprendimientos- que legislaría sobre un territorio acotado, que son los Gobiernos 
Departamentales, y no sobre los Directorios de los Entes Autónomos y demás, tal como lo establece el artículo 188 de la 
Constitución. Entonces, la novedad consistiría en utilizar los criterios que han orientado la norma constitucional para aplicarlos a 
una ley que le permita a los Gobiernos Departamentales, en su ámbito, hacer lo mismo. 


De todas formas, repito que este tema lo abordamos únicamente en una reunión de bancada por espacio de media hora, razón por 
la cual necesitaríamos más tiempo para analizarlo y preguntarle a los compañeros de la Intendencia Municipal de Montevideo qué 
fue lo que los llevó a planificar esto. 


SEÑOR ASTORI.- Reconozco que estoy ingresando en un terreno que no es de mi especialidad y sé que hay gente mucho más 
versada que yo en este tema aquí, en la Comisión. 


El tercer inciso del artículo 188 de la Constitución tiene una peculiaridad: no habla de Entes Autónomos y de Servicios 
Descentralizados, sino del Estado. Concretamente, dice: "El Estado podrá, asimismo", y luego la redacción es prácticamente igual. 


A mi juicio, este proyecto de ley es pertinente porque los Gobiernos Departamentales son una parte del Estado y, en consecuencia, 
esto no exime de que luego, ante un proyecto concreto, se solicite la aprobación parlamentaria con las mayorías exigidas en el 
tercer inciso. Insisto, este proyecto no contradice en modo alguno a la Constitución de la República. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Tal como se ha ido desarrollando esta reunión, creo que el rumbo es bueno, en el sentido de señalar la 
necesidad, como decía el señor Senador Gallinal, de prever primero el desarrollo, los controles y funciones del Tribunal de 
Cuentas, etcétera, a propósito del proyecto en general, supongo que básicamente referido al artículo 2". 


En lo que tiene que ver con el artículo 3%, no tengo dudas que, por lo que establece el artículo 188 de la Constitución, esa 
competencia legislativa no puede ser delegada, en primer lugar, por razones de jerarquía y, en segundo término, porque no está 
dentro de las competencias que, a su vez, el Parlamento puede -es lo que creo, aunque capaz habría que releerlo- conferir. Por 
ejemplo, el Parlamento puede conferir alguna transferencia tributaria, porque la Constitución expresamente lo diga, más todos 
aquellos recursos que la ley habilite en materia municipal. Ahí puede haber una delegación legislativa; pero no está previsto en el 
artículo 188 que esa facultad -que, por otra parte, es una transa histórica y por eso requiere determinadas mayorías según los 
grados de intervención, así como también ocurre en el capítulo de desmonopolización; esto es fruto no casual y no una arquitectura 
constitucional casual o, simplemente, transplantada de algún otro ejemplo del mundo- pueda ser delegada. 


Sobre el fondo del asunto, creo que razonablemente uno puede pensar en herramientas para los ejemplos que se han puesto aquí 
por el señor Senador Gallinal y otros señores Senadores a propósito de intervenciones que no han sido felices en actividades 
bastante ajenas de la función municipal -concretamente, me refiero a áreas industriales o de otro tipo- a los efectos de que se 
busque la manera de volverlas rentables para la comunidad y, de alguna manera, poder resolver problemas. 


En fin, el control parlamentario no está mal para también evitar que esto pueda ser fuente de nuevos entusiasmos. Cuando un 
emprendimiento se inicia, muchas veces uno se plantea -es un pecado que todos hemos cometido- como administrador del Estado, 
hacer una serie de cosas, pero años después hay que ponerse a pensar cómo lograr que el Estado no gaste más recursos en 
áreas que de pronto no eran las principales, que era lo que nos vinieron a plantear los Intendentes. Justamente, lo que nos 
plantearon era cómo hacían para solucionar cosas que las actuales Administraciones de los departamentos "habían heredado" -lo 
digo entre comillas- buscando que funcionaran mejor, también, saliendo de la Administración. Que yo recuerde, esos fueron los 
ejemplos que se manejaron y, también, de quienes lo proponen. De ahí el control parlamentario, esto es, para que no sea a la 
inversa. Me refiero a que no sea una nueva fuente de entusiasmo para que después, dentro de unos años, otros Legisladores 
tengan que enfrentarse a problemas sociales y laborales. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiero, simplemente, hacer algunos comentarios a partir de lo que establece el artículo 3% del 
proyecto de ley. ¿Por qué? Porque esa disposición se refiere a que los Gobiernos Departamentales, con anuencia de la Junta 
Departamental respectiva, podrán participar en empresas privadas con el propósito de desarrollar, en las áreas de su competencia, 
actividades industriales, agrarias o comerciales de empresas formadas por aportes obreros, cooperativas o capitales privados 
vinculadas a las áreas de su competencia cuando concurra para ello el libre consentimiento de la empresa y bajo las condiciones 
que se convengan previamente entre las partes. Esto no es otra cosa que la transcripción "mutatis mutandi" del inciso tercero del 
artículo 188. En otros términos, mientras que el artículo 188 de la Constitución de la República dice "El Estado podrá, asimismo, 
participar", el proyecto de ley establece: "Los Gobiernos Departamentales, con anuencia de la Junta Departamental respectiva, 
podrán participar". 


Entonces, lo que tenemos que analizar es el concepto de Estado que utiliza la Constitución uruguaya. En esta hipótesis tenemos 
que ver, en primer lugar, lo que dice el artículo 24 de la Constitución, que refiere a la responsabilidad del Estado. En él se hace 
referencia a dos conceptos sobre lo que es el Estado. Veamos. Concretamente, dice: "El Estado, los Gobiernos Departamentales, 
los Entes Autónomos, los Servicios Descentralizados y, en general, todo órgano del Estado, serán civilmente responsables del daño 
causado a terceros, en la ejecución de los servicios públicos, confiados a su gestión o dirección." Aquí hay, pues, dos conceptos 
claros de Estado. Cuando la Constitución habla de él por primera vez -es decir, separa Estado de los Gobiernos Departamentales, 
de los Entes Autónomos y de los Servicios Descentralizados- se está refiriendo al Estado que es persona jurídica, porque este 


artículo 24, aparte de consagrar su responsabilidad civil, le está dando personería jurídica y también a los Gobiernos 
Departamentales, a los Entes Autónomos y a los Servicios Descentralizados. ¿Por qué? Porque los hace civilmente responsables. 


Este artículo 24 de la Constitución se coordina con el artículo 21 del Código Civil que viene, por supuesto, de nuestro viejo Código 
Civil de 1868. 


Volvamos al concepto de Estado. ¿Cuál es el Estado persona jurídica? Es la persona pública mayor. ¿Cuál es la persona pública 
mayor? Es la que se integra por los tres Poderes del Gobierno -como decía Jiménez de Aréchaga- o, como vulgarmente se dice, 
por los tres Poderes del Estado, esto es, el Poder Legislativo, el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial más los tres órganos de 
creación constitucional, o sea, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, la Corte Electoral y el Tribunal de Cuentas. Entonces, 
allí tenemos conformado lo que es el Estado persona jurídica, el Estado en sentido estricto o el Estado como persona pública 
mayor. ¿Por qué? Porque cada uno de los Entes Autónomos, de los Servicios Descentralizados y de los Gobiernos 
Departamentales es persona jurídica. Quiere decir, pues, que el Estado en sentido amplio no es persona jurídica. El Poder 
Legislativo, que es un sistema orgánico, es un órgano del Estado, es un órgano de la persona jurídica Estado; el Poder Ejecutivo es 
un órgano de la persona jurídica Estado; y, también, el Poder Judicial es un órgano de la persona jurídica Estado. Quiero destacar 
esto porque son conceptos que tenemos que ir definiéndolos claramente, porque la clave es que el Estado como persona jurídica 
es, insisto, el Estado en sentido estricto y no cualquier concepto de Estado. 


Repito que podemos entender que el Estado es todo en sentido amplio; pero ese Estado en sentido amplio, que comprende a la 
totalidad de las personas jurídicas estatales, no es persona jurídica. 


¿Por qué he hecho este razonamiento? Porque tenemos que ir al artículo 188 y observar cuál es el concepto de Estado. 


SEÑOR ASTORI.- En la próxima redacción del artículo 24, desde este punto de vista, podría existir una contradicción, pues 
enumera y habla de los Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos, Servicios Descentralizados y luego incluye la expresión "en 
general todo órgano del Estado"; quiere decir que reconoce que lo que se acaba de nombrar son órganos del Estado. 
Concretamente, esta disposición habla primero del Estado, luego particulariza y finalmente, reitero, agrega la expresión "en general 
todo órgano del Estado", señalando que los que se acabó de nombrar son órganos del Estado. Si no fuera así, no agregaría la 
expresión a que hice referencia. En consecuencia, en mi opinión y desde este punto de vista, habría que analizar con mayor 
profundidad la redacción de este artículo. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En este sentido, debo decir que la Doctrina uruguaya, que ha analizado bastante el tema del artículo 
24 de la Constitución de nuestro país, ha entendido siempre que acá aparecen los dos conceptos de Estado: uno de ellos es el 
Estado en sentido estricto, como persona jurídica, y el otro, el Estado en sentido amplio, donde el Constituyente utilizó la expresión 
"todo órgano de Estado". Entonces, tal como precisaba el señor Senador Astori, en este artículo 24 de la Constitución el 
Constituyente utiliza dos veces el vocablo "Estado": una de ellas como sinónimo de persona jurídica mayor y la otra, como un 
concepto amplio, que no es el de persona jurídica. El razonamiento es muy sencillo: la suma de los Entes Autónomos, Servicios 
Descentralizados y Gobiernos Departamentales no da una persona jurídica. Del mismo modo en que nosotros acá cada uno somos 
personas físicas y tenemos personería jurídica, la suma no daría una persona jurídica, salvo que decidamos constituirla. 


SEÑOR ASTORI.- Sin embargo, el Estado como persona pública mayor es una suma de órganos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Pero es una suma de órganos, señor Senador, no de personas jurídicas. Lo mismo ocurre con los 
Gobiernos Departamentales que tienen dos órganos, o sea, la Intendencia y la Junta Departamental, que conforman un sistema 
orgánico. 


Volviendo al inciso tercero del artículo 188, entiendo que el problema que nos tenemos que plantear allí es si en ese concepto 
están comprendidos o no los Gobiernos Departamentales. En este aspecto podemos utilizar los dos conceptos, o sea, el estricto y 
riguroso según el cual el Estado es una persona jurídica y en consecuencia excluiría a los Gobiernos Departamentales, o bien 
ubicarnos en el que el Constituyente utilizó en sentido amplio y por lo tanto no están comprendidos. Desde este punto de vista debo 
decir que en la Doctrina uruguaya de Derecho Público, tanto constitucionalista como administrativista, no existe unanimidad en el 
sentido de cuál es el alcance del vocablo "Estado" de este inciso tercero. 


En consecuencia, este será un tema que indudablemente en las próximas sesiones la Comisión deberá analizar con mayor 
profundidad y decidir cuál es el camino a seguir. 


Otro aspecto que quiero señalar, es que tengo dudas en cuanto a la constitucionalidad del artículo 3%. Digo esto con absoluta 
honradez intelectual: tengo dudas, o sea, no estoy afirmando que sea inconstitucional. Estas dudas me surgen, en primer lugar, por 
el tema de la anuencia de la Junta Departamental. A mi entender, la única anuencia que debe darse es la de la ley en sentido 
orgánico y formal. Dicho de otro modo, es el Poder Legislativo bicameral que por mayoría absoluta del total de componentes de 
cada Cámara debe autorizar en cada caso la participación. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Más allá de que se pueda incluir o no la expresión "anuencia de la Junta Departamental", me parece que 
nada impediría que pudiera existir la doble anuencia, o sea, la de la Junta Departamental, en el sentido amplio de que los 
Gobiernos Departamentales incluyendo a su Ejecutivo y a su Legislativo departamental y, a su vez, la anuencia de la ley requerida 
por el artículo 188. En mi opinión, eso no quita ni agrega constitucionalidad a este artículo 3”. Dicho de otro modo, si aceptamos 
que la expresión amplia de Estado incluye a los Gobiernos Departamentales, este artículo 3% es absolutamente procedente porque 
tiene la misma composición para el Estado en su acepción más estricta y limitativa. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Yo había entendido esta disposición en el mismo sentido que el señor Senador Larrañaga. Una cosa es la 
Intendencia Municipal como órgano ejecutivo para contribuir con dinero o con bienes y que la Junta Departamental pueda autorizar 
o no determinada actividad, y otra es constituir una sociedad mixta -supongo que en esto existe cierto grado de aproximación de 
parte de todos- para lo que además se requiere una autorización genérica. Cuando hablo de genérica, me refiero a que no es el 
Parlamento el que va a decidir las cantidades y las condiciones, pero es claro que la Junta Departamental, dentro de sus 
competencias usuales, va a habilitar lo que corresponda con tales o cuales márgenes y con las mayorías que corresponda según la 
Ley Orgánica Municipal. 


En síntesis, creo que estamos avanzando hacia un consenso potable. En todo caso, habría que acotar mediante otra redacción que 
si se trata de una empresa mixta tendrá que intervenir el Parlamento en cuyo caso también habrá que analizar el rol del Tribunal de 
Cuentas. 


Pienso que después de esta conversación que, en lo personal, ha sido muy ilustrativa, y existiendo el propósito anunciado de los 
Senadores proponentes de hacer más aportes sobre la redacción, sería conveniente contar con ellos antes de avanzar en este 
tema, porque podemos llegar a un entendimiento bastante amplio. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente, quería señalar que si nosotros hubiéramos eliminado la referencia a la anuencia de la Junta 
Departamental, perfectamente se podría interpretar que ello era necesario, sobre todo, porque habla de los Gobiernos 
Departamentales; si se hubiera utilizado la expresión Intendencias Municipales, sería distinto. 


Además, si observamos el proyecto original del Congreso Nacional de Intendentes, veremos que ellos no solamente quieren la 
anuencia de la Junta Departamental, sino que piden que se establezca una mayoría especial, lo cual en mi opinión complicaría un 
poco las cosas. Esto es, si nosotros terminamos en un entendimiento en el que se necesitaría, como dijo el señor Senador Astori, 
una ley en cada caso que habilite la conformación de este tipo de sociedades, creo que con esto sería más que suficiente y 
compartiríiamos esa opinión. 


SEÑOR GARGANO.- Quiero formular algún comentario para ver cómo funcionaría esta nueva figura que se crearía con la 
participación de los Gobiernos Departamentales en empresas privadas. Existe un problema que precisamente fue planteado por el 
señor Senador Atchugarry y creo que el mecanismo debería estar previsto en la legislación original. Concretamente, el problema 
radica en la forma de hacer el contralor de la inversión, es decir, cómo se organiza el control. Confieso que no tengo experiencia de 
haber observado el funcionamiento de empresas mixtas acá en Uruguay, sí de empresas intervenidas por el Estado, pero en ese 
caso existe una gestión directa, no compartida. ¿Cómo operaría esto? Habría que legislar o dejar claro, al menos en la discusión de 
la ley, la forma en que el Gobierno Departamental debe dar cuenta anualmente de cómo le ha ido con las inversiones realizadas, a 
efectos de que esto se incluya en la Rendición de Cuentas anual del departamento. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Es un mandato. 


SEÑOR GARGANO.- De todos modos es un aspecto que hay que dejar claro porque, si está en el aire sin legislar es posible que 
cuando se ponga en práctica se genere una discusión de si hay que hacerlo o no. Además, como estas sociedades seguramente 
no van a cotizar en Bolsa, no van a tener la obligación de declarar en forma abierta sus balances porque la legislación no las obliga. 
Creo que este es otro tema a analizar. De todos modos, son interrogantes que se me plantean a propósito de la forma de escriturar 
el funcionamiento de estas empresas. 


SEÑOR CORREA FREITAS..- Otra objeción que tengo respecto al artículo 3* refiere a lo siguiente. Si estamos de acuerdo conque 
esto ya está en la Constitución y con la hipótesis que se admita que el vocablo "Estado" debe entenderse en el sentido amplio y no 
en el sentido estricto, a mi entender el artículo 3% no es necesario porque, reitero, ya está en la Constitución. Simplemente lo que 
hacemos es copiar lo que establece el inciso tercero del artículo 188 y en vez del vocablo "Estado" ponemos "Gobiernos 
Departamentales". Estos son simplemente razonamientos que estoy haciendo a partir de este planteo. 


Si entendemos que el vocablo "Estado" está comprendido en un sentido amplio e incluye también a los Gobiernos 
Departamentales, para mí es innecesario este artículo 3” porque estaría incluido en el inciso tercero del artículo 188 de la 
Constitución y simplemente lo que hace es repetir lo que establece esa disposición. Entonces, no me parece de buena técnica 
legislativa sancionar una ley que repita lo que establece la Constitución de la República. Lo digo con absoluta honradez intelectual. 


Planteo estos temas porque me parece que entre todos tenemos que buscar una solución. Si lo que se quiere es interpretar, como 
lo hace el Legislador, con valor generalmente obligatorio -lo que hace al Legislador no es una interpretación auténtica conforme al 
artículo 85 de la Constitución, sino que como bien enseñaba Justino Jiménez de Aréchaga es una interpretación generalmente 
obligatoria- entendiendo que el vocablo "Estado" previsto en el artículo 188, inciso tercero, también está referido a los Gobiernos 
Departamentales, hagamos eso. Es decir, interpretemos el artículo 188 diciendo que comprende también a los Gobiernos 
Departamentales. Además, creo que la redacción tiene que ser diferente, interpretativa de dicho artículo, comprendiendo también a 
los Gobiernos Departamentales. 


Esto es lo que quería aportar. 


SEÑOR ASTORI.- Creo que la argumentación del señor Senador Correa Freitas es muy convincente desde el punto de vista 
sustantivo. De todos modos, en estos 11 años que he trabajado como Senador de la República he visto muchas leyes que cumplen 
un efecto no estrictamente legislativo, a veces hasta de difusión, cuando no de interpretación. 


En consecuencia, no es por llegar a una propuesta ecléctica, pero me parece que teniendo razón el señor Senador Correa Freitas - 
como creo que la tiene- e incluso con algún toque de redacción que bien podría hacerse, este artículo 3% cumple un papel útil. 
Incluso considerando el punto de vista de la necesaria difusión, para mí este es un muy buen proyecto de ley a la luz -como decía 
la señora Senadora Arismendi- de objetivos absolutamente compartibles. Además, pudiera ser de recibo en todo el territorio de la 
República para todos lo Gobiernos Departamentales que tomen buena nota de las cosas que están en condiciones de hacer de 
acuerdo con el artículo 188 de la Constitución de la República. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MICHELINI.- Naturalmente hay consenso en cuanto a que algo hay que hacer en esta materia y hasta ahí estamos de 
acuerdo. Más allá de los aspectos jurídicos, me parece que los proponentes o todos los que estén más embarcados en este tipo de 
cosas, tendrían que definir un camino por el cual el proyecto de ley se va a conducir. Si va a ser un marco general y cualquier 
emprendimiento va a necesitar ley, va a ser mucho más fácil ponernos de acuerdo porque, después, cada uno verificará si el 
proyecto de ley puntual que viene de determinada Intendencia o Gobierno Departamental, reúne todas las condiciones para 
autorizarlo. 


Si por el contrario lo que se quiere hacer es un marco general que permita que los Gobiernos Departamentales, con la anuencia de 
las Juntas Departamentales, habiliten sin que pase a nivel del Parlamento, es notorio que varios de los que estamos acá -entre los 
que me cuento yo- haríamos precisiones que no se formularían si se adoptara otro camino. Por ejemplo, tengo alguna 
preocupación sobre lo que puede ser la inflación de emprendimientos que puede llevar a niveles de endeudamiento de los 
Gobiernos Departamentales muy por encima de sus posibilidades. En consecuencia, habría que poner límites legales con topes, 
además del contralor del Tribunal de Cuentas, para esos emprendimientos o para esa participación de los Gobiernos 
Departamentales. Digo esto para citar una sola idea que naturalmente necesitaría estudiarse mucho más. 


Por lo tanto, todo esto depende del camino que tomemos. Si se trata de un marco general o de una señal a las Intendencias o 
Gobiernos Departamentales en el sentido de que envíen algunas de las iniciativas que existan porque las vamos a estudiar con 
entusiasmo, es una cosa, porque ello requiere una ley. Si por el contrario se trata de un marco en el que los Gobiernos 
Departamentales -por supuesto que con autorización de la Junta- se van a embarcar sin autorización del Parlamento, de la ley 
correspondiente, estamos frente a otra situación. 


SEÑOR BRAUSE.- Hemos sido testigos de una discusión sumamente ilustrativa en un aspecto muy importante que es la correcta 
interpretación de la Constitución de la República. Debo confesar que mi primera reacción cuando leí este proyecto de ley fue 
compartir la opinión elevada por el señor Ministro de Economía y Finanzas, a propósito de un informe que hizo un jurista, el doctor 
Guerra, profesor de la Facultad de Derecho y que me merece todo el respeto por su solvencia. 


Con respecto a la necesidad de las soluciones de fondo que aquí se proponen -sobre las que los señores Senadores están de 
acuerdo- considero que el aspecto constitucional merecería un estudio más profundo. En ese sentido, han sido muy ilustrativas las 
palabras del señor Senador Correa Freitas. A los efectos de sortear las dificultades interpretativas, estimo que deberíamos disponer 
de más tiempo para analizar estos aspectos formales y buscarles una solución, de manera de contemplar las bondades 
sustanciales de este proyecto de ley. 


Por tanto, sugiero que este tema se aplace a fin de ser considerado en una próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea aclarar que varios señores Senadores han manifestado la misma inquietud. No obstante, 
ha solicitado la palabra la señora Senadora Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.- Señor Presidente: realmente me alegro de que este proyecto de ley se esté considerando en el Senado. 
Tuvimos oportunidad de presentarlo en la Cámara de Representantes durante este Período Legislativo. 


Entendemos que este marco jurídico es necesario para los Gobiernos Departamentales y si me permite, deseo hacer algunas 
puntualizaciones que considero fundamentales. 


Antes que nada, pienso que debe figurar la anuencia de la Junta Departamental. Se trata del control que debe tener el Ejecutivo en 
este punto, y hay que establecer las mayorías. El inciso presentado por los señores Intendentes en el Período Legislativo anterior, 
referido a la mayoría de tres quintos de la Junta Departamental, debe ser el primer paso. Esto significa que el Gobierno 
Departamental como tal y las minorías contempladas en los Legislativos departamentales, tienen que dar su opinión con respecto a 
la iniciativa del Ejecutivo. Por lo tanto, debe ser refrendado por el propio Gobierno Departamental. 


Por otra parte, me parece muy bien la idea que aquí se ha incorporado en cuanto a que exista una ley especial para cada una de 
las iniciativas. Obviamente, hay una responsabilidad nacional en cuanto a cada uno de esos emprendimientos. Creo que esta es 
una incorporación realmente importante, aunque el tema del contralor debe quedar establecido en algún inciso de la ley. El primer 
contralor debería ser también a nivel departamental; me refiero a la obligación de que la Rendición de Cuentas y el Tribunal de 
Cuentas controlen ese emprendimiento, por más que funcione en la órbita del Derecho Privado. No debemos olvidar que hay una 
parte de responsabilidad pública importante de los bienes del Gobierno Departamental. Por lo tanto, repito que es necesario 
agregar este punto al proyecto de ley. 


Discrepo con el señor Senador Correa Freitas en un aspecto. Pienso que debe quedar claramente establecida la interpretación que 
se hace. Estamos innovando en esta materia y, por más que la técnica legislativa no sea la más pura, debe quedar claro cuál es el 
marco jurídico que se está interpretando constitucionalmente. Muchos Gobiernos Departamentales han transitado en el filo de la 
inconstitucionalidad con respecto a algunos de sus emprendimientos. Por eso reitero que considero necesario que la ley sea muy 
clara al respecto, a fin de evitar posteriores confusiones o malos entendidos a nivel de los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que existe acuerdo, se pospone el tratamiento de este tema en espera de nuevas propuestas. 
Si no hay inconveniente, en la próxima sesión se tratará como primer punto del orden del día la Carpeta N* 470/01, relativa a la 
refinación del petróleo crudo. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 20 minutos.) 
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